FUNDAMENTOS 

La Constitución Nacional, luego de su modificación en el año 94, incorpora derechos ya vigentes en el ámbito internacional, como también en leyes nacionales, que a partir de entonces pasan a integrar la categoría de derechos de raigambre constitucional.

En esa categoría se inscribe el Artículo 41 de la CN que establece el derecho a gozar y preservar un ambiente sano y equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes y futuras. Este también es un deber jurídico impuesto a todos los ciudadanos y al Estado mismo. Por ello, tienen las autoridades gubernamentales la obligación de proveer a la protección de este derecho como así también la de bregar por la utilización racional de los recursos naturales, teniendo como fin último su preservación. Implica también que el Estado podría intervenir sobre las actividades socio-económicas cuando estas atenten sobre la salud, la biodiversidad o los recursos naturales, poniendo en riesgo la garantía de subsistencia de las generaciones futuras. 

La Ley General de Ambiente -Nº 25.675- establece explícitamente (art. 4°) que su interpretación y aplicación así como toda otra norma a través de la cual se ejecute la política ambiental, estarán sujetas al cumplimiento de los siguientes principios: de congruencia; de prevención; precautorio; de equidad inter-generacional; de progresividad; de responsabilidad; de subsidiariedad; de sustentabilidad y de cooperación. Estos principios son aceptados y aplicados internacionalmente. 

Un principio es un mandato que recepta valores y, aunque no contiene un supuesto de hecho determinado, ordena su cumplimiento en la medida de lo posible. 
Puntualmente, el Principio Precautorio dispone que, en caso de ausencia de información o certeza científica y ante la posibilidad de que se produzcan daños graves e irreversibles, deberán adoptarse medidas eficaces para impedir la generalizada degradación del ambiente, sin importar costos o consecuencias. 

Dicho de otro modo, el Principio Precautorio obliga a suspender o cancelar actividades que amenacen el ambiente aunque no existan pruebas científicas suficientes que vinculen tales actividades con el deterioro de aquél. 

Situación actual

En nuestro país no existe una ley que regule la aplicación de los agroquímicos. Las normas vigentes forman parte de un MANUAL DE PROCEDIMIENTOS, CRITERIOS Y ALCANCES PARA EL REGISTRO DE PRODUCTOS FITOSANITARIOS EN LA REPÚBLICA ARGENTINA, anexo de la Resol. 350 del año 1999, aprobada por la entonces Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación.

Es el SENASA el organismo que efectúa las categorizaciones por peligrosidad de los agroquímicos, pero sólo lo hace tomando en cuenta la DL50. Es decir la dosis letal media (la que produce la muerte del 50% de los animales en experimentación) A menor DL50, mayor peligrosidad. Es de destacar que lo hace sobre la base del principio activo puro, lo que significa que no se evalúa el compuesto que realmente se aplica.

Por otra parte, ningún órgano de contralor supervisa las posibles acumulaciones de estas sustancias en suelos, aguas, flora y fauna, no sólo de los principios activos sino de los compuestos realmente aplicados. Y en los casos de acumulación, temporaria o de largo plazo, las posibles sinergias entre distintos compuestos.

Los efectos sub letales y acumulativos, y los controles toxicológicos de cada producto y su seguimiento en el tiempo no son investigados por el organismo encargado de la autorización de productos, ni por ningún otro. Esta información es proporcionada por las mismas empresas productoras, que solicitan la aprobación de sus productos para la comercialización en todo el país.

Hacia finales del año 2010, la Defensoría del Pueblo de la Nación recomendó el cambio de metodología de clasificación de los agroquímicos al SENASA, considerando el conjunto de todos los daños a la salud que por su toxicidad pueden generar estos productos, y no sólo la toxicidad letal aguda como ocurre en la actualidad, así como los que no tengan demostrado el grado de toxicidad sub letal y crónica sean clasificados como “sumamente peligrosos, muy tóxicos” e identificados con banda roja.

También requirió que los formulados de los agroquímicos sean clasificados con la toxicidad mayor que puede corresponder a la del componente más tóxico o al formulado, considerado integralmente. Por último, solicitó que los estudios sobre los que se basan las clasificaciones de los agroquímicos, sean realizados por entidades de acreditada y reconocida independencia de criterio. 

Estas recomendaciones aún siguen sin aplicarse.

Otra falencia del sistema normativo, tanto nacional como provincial, es la falta de registros de enfermedades, muertes, malformaciones, etc. que permitan un seguimiento regional de los problemas de salud y sus posibles correlaciones con causas locales. Al menos no existen registros y estadísticas confiables al respecto.

La vigilancia epidemiológica es un método científico de investigación utilizado en medicina en muchos países del mundo, para lograr establecer distintos parámetros de medición y, en este caso, de riesgos. Es sabido que las experiencias de laboratorio no son concluyentes y que la experimentación sobre seres humanos tiene 

limitantes muy rigurosas que la hacen impracticable, especialmente en situaciones como éstas en que se trata de establecer los riesgos de sustancias ciertas o potencialmente peligrosas.

Mediante la vigilancia epidemiológica es factible tener un registro centralizado de toda la documentación que pueda incorporarse sobre hechos real o potencialmente atribuibles a la exposición al riesgo. Además, el estudio y análisis de las causas de mortalidad en distintas épocas, actividades o residencias de riesgo, permite reunir una magnitud importante de situaciones de sospecha aisladas, que terminan confirmando las pruebas científicas necesarias para determinar la peligrosidad, las dosis, los sinergismos, etc. de las distintas sustancias.

Un sistema de esas características permitiría difundir entre profesionales e instituciones de la salud los elementos de diagnóstico presuntivo de tales intoxicaciones y la obligación de su comunicación inmediata al Centro de investigación y referencia.

Es posible la sanción de una ley proteccionista en la materia

El art. 5° de la ley General del Ambiente dice que los distintos niveles de gobierno integrarán, en todas sus decisiones y actividades, previsiones de carácter ambiental tendientes a asegurar el cumplimiento de los principios enunciados en el art. 4. 

Es decir que las Provincias pueden ampliar la protección que establecen las leyes de presupuestos mínimos, pero no pueden legislar por debajo de ese piso que deben respetar. 

Los Municipios, dentro de sus facultades, también pueden ampliar el nivel de protección ambiental, fijando normas con mayores exigencias que las nacionales y 

provinciales. 

De las leyes de presupuestos mínimos de protección ambiental la más importante es la Ley general del ambiente. Esta normativa establece las bases para interpretar y aplicar las políticas ambientales del país y debe interpretarse de acuerdo con las cláusula 41 de la Constitución Nacional. 

Bajo estos parámetros es posible la sanción de una norma provincial que limite el ingreso y la aplicación en todo el territorio provincial de ciertos productos químicos que, en virtud de su alta toxicidad o de la falta de comprobación de su inocuidad sobre la salud humana o el ambiente, puedan perjudicarlos, causando un daño que puede evitarse. 

Desde ya que, el listado del SENASA no es más que una autorización administrativa, con lo cual, y en virtud de lo establecido en el art. 1 de la LGA, cualquier norma provincial es válida si se ajusta a los presupuestos mínimos de la ley nacional. Es decir, se podrán establecer mayores prevenciones, nunca normas más flexibles, máxime teniendo en cuenta la protección de la salud y los recursos naturales. 

En este sentido, lo prevé la ley vigente en la Provincia de Río Negro -N° 2175:

“Artículo 4°: Créase el Registro Prov. de plaguicidas y agroquímicos en el cual deberán inscribirse las sustancias, productos y dispositivos autorizados por la autoridad provincial de aplicación. Todo agroquímico que no se encuentre registrado en la Provincia será intervenido, decomisado y/o destruido, según corresponda (...) “

Y más aún: 

“... La autoridad de aplicación podrá prohibir, restringir, limitar o suspender en el territorio de la Provincia, la introducción, fabricación, fraccionamiento, distribución, transporte, comercialización y aplicación de cualquier plaguicida o agroquímico autorizado por las autoridades nacionales competentes, cuando a juicio 

de dicha autoridad provincial sus efectos sobre la producción, comercialización, salud o ambiente lo hagan necesario.”


Considerando el plexo normativo rector, léase: Constitución Nacional y Ley General del Ambiente, y a la luz del Principio de congruencia que se expresa en esta última: “La legislación provincial y municipal referida a lo ambiental deberá ser adecuada a los principios y normas establecidos en la Ley General del Ambiente. De no ser así, ésta prevalecerá sobre toda norma que se le oponga.”

Nota: 

PRINCIPIO PRECAUTORIO

        “Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente.”

        Este principio fue receptado en distintos documentos internacionales, tales como:

* Conferencia de Naciones Unidas - Río de Janeiro, 1992

* Convención sobre la diversidad biológica - 1992

* Convención de cambio climático - 1992

* Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo - 1992 (Principio 15) 

* Protocolo de Cartagena sobre bioseguridad - 2000

* Declaración de Johannesburgo sobre desarrollo sostenible - 2002

En Europa: 

* Conferencia internacional del Mar del Norte (1987/1990)

* Tratado de Maastricht 1990

    Nuestra ley General del Ambiente, 25.675, difiere de la Declaración de Río en cuanto no exige certeza científica “absoluta”, sólo certeza científica, con lo cual hace 

más amplia la protección que su antecedente internacional. 

   Los requisitos de admisibilidad del principio precautorio son: 1) amenaza o peligro; 2) daño grave e irreversible -daño moralmente inaceptable-; 3) falta total de certidumbre científica o falta de pruebas científicas inequívocas, o falta de certeza científica o ausencia de información o actividad científicamente plausible pero incierta; 4) medidas eficaces para hacer frente o medidas eficaces para evitar o reducir al mínimo la amenaza o medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente 5) en función de los costos. 

    El principio parte de la siguiente base: aunque no haya certeza científica de un efecto negativo sobre el medio ambiente, el solo peligro de que se pueda causar un daño grave o irreversible es justificativo de estudios científicos objetivos de evaluación preliminar aún cuando las medidas sean adoptadas sobre convicciones de racionabilidad, sin sustento científico suficiente.

     El fundamento de su aplicación es que la sociedad no puede esperar hasta que se conozcan las respuestas científicas antes de tomar las medidas que protejan la salud humana o el medio ambiente. 

     Así lo ha entendido la jurisprudencia nacional e internacional: 

   “El precepto reclama medidas de inmediato, de urgencia, aún cuando hubiera ausencia o insuficiencia de pruebas o elementos científicos referidos al comportamiento de la naturaleza, a fin de impedir la creación de un riesgo con efectos todavía desconocidos plenamente, lo que presupone que cualquier demora puede resultar a la larga más perjudicial que cualquier acción temprana intempestiva.” CÁMARA FEDERAL DE LA PLATA. 

   “Cuando subsisten dudas sobre la existencia o alcance de riesgos para la salud de las personas las instituciones pueden adoptar medidas de protección sin tener que 

esperar a que se demuestre plenamente la realidad y gravedad de tales riesgos.” TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD EUROPEA - 1998 - Asunto: Reino Unido v. Comisión. 

Es la pobreza, no la falta de producción de alimentos, la causa del hambre.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

ARTICULO 1:  OBJETO: La presente ley establece el marco jurídico en todo el territorio de la Provincia de Entre Ríos respecto de los productos químicos y biológicos empleados en la protección, crecimiento y desarrollo de todas las especies de producción agrícola y forestal, la agroindustria, la preparación de los suelos destinados a la siembra y plantaciones y el cuidado de áreas de esparcimiento, con el fin de resguardar y proteger la salud humana, la biodiversidad y los recursos naturales, teniendo en cuenta los enfoques precautorio y preventivo.

ARTICULO 2:  ÁMBITO DE APLICACIÓN: Quedan sujetas al contralor del Estado provincial todas las actividades realizadas por personas físicas o jurídicas, privadas o públicas, con los productos químicos y biológicos determinados en el artículo 1°, en las siguientes etapas: elaboración en el territorio provincial, ingreso a la Provincia de productos elaborados o sus formulados, registro, fraccionamiento, almacenaje, envasado, rotulado, comercialización, entrega gratuita, transporte, uso, aplicación y disposición final de envases y residuos. 
ARTÍCULO 3:   AUTORIDAD DE APLICACIÓN Y CONTRALOR: Designase como autoridad de aplicación y contralor del cumplimiento de esta normativa a la SECRETARÍA DE AMBIENTE SUSTENTABLE de la GOBERNACIÓN, la que pondrá a disposición del MINISTERIO DE SALUD toda la información que este requiera para complementar los estudios que surjan de los observatorios epidemiológicos y registros que esta ley dispone a efectos de evaluar los efectos que puedan ocasionar sobre la salud humana los productos químicos y biológicos  autorizados o sus componentes.  

ARTÍCULO 4: FUNCIONES Y ATRIBUCIONES DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN Y CONTRALOR: La Autoridad de aplicación y contralor tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Recopilar y mantener actualizados los resultados de las experiencias científicas relacionadas con los productos químicos y biológicos autorizados por esta ley, con relación a sus efectos sobre los seres humanos y la biosfera. A tal fin complementará sus registros con los informes que brindará el Ministerio de Salud.

b) Clasificar los productos químicos y biológicos autorizados en el marco de esta ley, en función de los riesgos que presenten para la salud y la biosfera.

c) Redactar y publicar semestralmente en su página web y a través de los medios de comunicación masivos, la nómina de productos químicos y biológicos autorizados en la Provincia y los inscriptos en el Ministerio de Agricultura y Ganadería de la Nación, haciendo expresa mención de aquellos que por su alta toxicidad o prolongado efecto residual, fueran de fabricación, uso, aplicación, comercialización, transporte o ingreso, prohibidos o de aplicación restrictiva en el ámbito provincial.

d) Proponer al Poder Ejecutivo el dictado de normas relativas a la elaboración, ingreso a la Provincia, registro, fraccionamiento, almacenaje, envasado, rotulado, comercialización, entrega gratuita, transporte, uso, aplicación y disposición final de envases y residuos, de los productos químicos y biológicos, y de sus componentes, autorizados en el marco de esta ley, como así también, sus limitaciones y restricciones.

e) Establecer las condiciones de ubicación, construcción, seguridad, disposición de residuos y otras características que deban reunir los locales donde se proceda a la formulación, fabricación, fraccionamiento, depósito o expendio de los productos químicos y biológicos y de sus componentes, referenciados en el artículo 1°.

f) Coordinar su acción con organismos y entidades públicas y privadas y recabar de las mismas opiniones técnicas y científicas a los fines de un mejor cumplimiento de sus funciones.

g) Realizar controles permanentes y periódicos de los niveles de contaminación de los productos químicos y biológicos autorizados, utilizados en la producción agrícola, la forestación y la 

agroindustria, principalmente en las áreas que puedan considerarse críticas por su utilización intensiva.

h) Elaborar programas de investigación para mejorar los métodos de uso, difusión y educación tendientes al correcto uso y manejo de los productos químicos y biológicos destinados al uso agrícola, la forestación, la agroindustria y en el uso de dichos productos para el cuidado de áreas de esparcimiento.

i) Resolver acerca de la inscripción de los productos químicos y biológicos destinados al uso agrícola, forestal, agroindustrial y en el uso de dichos productos para el cuidado de áreas de esparcimiento, así como sobre la inscripción y habilitación de las personas físicas y jurídicas en los registros que se crean en el marco de esta ley.

j) Establecer las normas relativas al envasado y rotulado de los productos químicos y biológicos autorizados.

k) Restringir, limitar, suspender o prohibir en el territorio de la Provincia la introducción, fabricación, fraccionamiento, distribución, transporte, comercialización y aplicación de cualquier producto químico o biológico, de uso agrícola, forestal, agroindustrial, y de sus componentes, o destinados al cuidado de áreas de esparcimiento, aun que estuvieran autorizados por las entidades nacionales competentes, cuando a juicio de la Autoridad provincial de aplicación y contralor o del Ministerio de Salud, se determinen efectos negativos sobre la salud, el ambiente o la producción.

ARTÍCULO 5: REGISTRO PROVINCIAL DE PRODUCTOS QUÍMICOS Y BIOLÓGICOS: Créase el Registro Provincial de productos químicos y biológicos empleados en la protección, crecimiento y desarrollo de todas las especies de producción agrícola y forestal, la agroindustria y el cuidado de áreas de esparcimiento. Deberán inscribirse todas las sustancias, productos, envases y rótulos autorizados por la Autoridad provincial de aplicación y contralor a efectos de poder ser utilizados en el ámbito de la Provincia. Para la inscripción en este Registro será condición 

indispensable que la sustancia o producto esté autorizado por las autoridades nacionales competentes.

ARTÍCULO 6: Prohíbese el registro y uso de productos químicos y biológicos empleados en la protección, crecimiento y desarrollo de todas las especies de producción agrícola, forestal, o para la agroindustria, la preparación de los suelos destinados a la siembra y plantaciones y el cuidado de áreas de esparcimiento, en las siguientes circunstancias:

a) Cuando no se disponga de métodos de degradación de sus componentes que permitan impedir los riesgos de sus efectos residuales sobre el medio ambiente y la salud pública.

b) Cuando posean características teratogénicas, carcinógenas o mutagénicas capaces de provocar disturbios hormonales o daños al aparato reproductor, y se hayan demostrado en ensayos de laboratorios con animales.

d) Cuando sus fórmulas sean secretas, sus componentes indefinidos o no se declaren sus características técnicas o de funcionamiento.

e) Cuando la ciencia no pueda demostrar la inexistencia de peligro de daño grave o irreversible para la salud, los ecosistemas o el ambiente.
ARTÍCULO 7: CLASIFICACIÓN DE LOS PRODUCTOS QUÍMICOS Y BIOLÓGICOS AUTORIZADOS: Los productos químicos y biológicos cuyo registro se interese serán previamente clasificados por la Autoridad provincial de aplicación y contralor, con el dictamen pertinente del Ministerio de Salud, en función del conjunto de riesgos que presenten para la salud, la biodiversidad, los recursos naturales y la producción. A tal efecto, los organismos públicos tendrán en cuenta que la determinación de posibles intoxicaciones crónicas que puedan originar patologías tales como disrupción endócrina, enfermedades cancerígenas y teratogénicas, entre otras, serán causa suficiente para la prohibición en el territorio provincial del producto evaluado. Se establecerán, en consecuencia, las siguientes categorías de registro:

a) De venta y uso libre: aquellos cuyo uso no generen riesgos alguno para la salud humana, los animales y el medio ambiente.

b) De venta y uso controlados: aquellos cuyo uso, de acuerdo a las instrucciones, prevenciones y formas de aplicación, deban ser controlados por la Autoridad de aplicación y contralor por cuanto sus dosis, formas de uso o aplicación, puedan resultar potencialmente peligrosos o riesgosos para los seres vivos y el ambiente.

ARTÍCULO 8: Reevaluación. La Autoridad de aplicación y contralor con la asistencia del Ministerio de Salud deberá reevaluar anualmente la clasificación de los productos químicos y biológicos que se usen en la Provincia, según la toxicidad admitida por la Organización Mundial de la Salud (OMS), convocando si fuera necesario a otros organismos competentes, públicos o privados, a fin de desarrollar estudios propios en la materia, contemplando los posibles daños producidos por el producto formulado comercialmente, pudiendo suspender, restringir o prohibir su uso en el ámbito provincial como consecuencia de dichos estudios científicos. 

ARTÍCULO 9º: Envasado. Todo producto químico y biológico autorizado conforme esta ley deberá estar envasado y rotulado de acuerdo con las normas que establezca la Autoridad de aplicación y contralor, quedando prohibido su reenvasado, fraccionamiento o venta a granel a nivel de usuario.

ARTÍCULO 10°: Prohibición. La Autoridad de aplicación y contralor podrá prohibir, restringir, limitar o suspender, la introducción, tránsito, fabricación, formulación, fraccionamiento, distribución, comercialización uso y aplicación, en el territorio provincial, de cualquier producto químico y biológico con las utilidades mencionadas en el artículo primero, cuando, dada su evaluación técnico o científica, y en el marco establecido por la ley nacional 25.675, Ley General del Ambiente, determine la potencialidad de daños en seres vivos o en el medio ambiente. 

ARTÍCULO 11º: Responsabilidad del fabricante en la disposición final de los envases. Las empresas fabricantes de los productos químicos y biológicos autorizados en el marco de esta ley 

serán las únicas responsables de darles disposición final a todo tipo de envase utilizado para contener los productos activos o sus formulados, debiendo implementar un sistema de recolección y transporte seguro para retirarlos de los usuarios, dándoles disposición final segura.

ARTÍCULO 12º:   Queda expresamente prohibido el entierro y la quema de restos o envases de productos químicos o biológicos autorizados por esta ley. La constatación que efectúe la autoridad de Aplicación y contralor de cualquiera de estos hechos, obligará a la misma a iniciar ante la justicia penal ordinaria las denuncias correspondientes por posible comisión de los delitos previstos en el Capítulo 4, del Título 7, del Código Penal o en las cláusulas pertinentes de la Ley Nacional de Residuos peligrosos, 24.051.

ARTÍCULO 13: Almacenamiento. El depósito y almacenamiento de productos químicos o biológicos autorizados por esta ley sólo podrá efectuarse en locales que reúnan las características de seguridad que establezca la Autoridad de aplicación y contralor, considerando que su ubicación no esté próxima a lugares de concentración de personas, medicamentos o expendios de alimentos de consumo humano o animal.  

ARTÍCULO 14: Transporte. El transporte y todas las operaciones inherentes a la comercialización de los productos químicos o biológicos autorizados por esta ley se realizará en la forma y condiciones que establezca la normativa vigente y su reglamentación, quedando expresamente prohibido efectuarlo en condiciones que impliquen riesgo de contaminación de otros productos de consumo o uso humano o animal o a los recursos naturales.

ARTÍCULO: 15: La autoridad de aplicación y contralor reglamentará las condiciones de ubicación, construcción, seguridad, disposición de residuos y otras características que deberán reunir los edificios donde se proceda a la formulación, fabricación, fraccionamiento, depósito comercial o expendio de productos químicos o biológicos autorizados por esta ley.

ARTÍCULO 16: Prohíbese, en todo el territorio provincial, la venta de productos químicos o biológicos autorizados por esta ley, tanto de uso profesional como doméstico, en comercios que se dediquen a la venta de productos de consumo humano o animal, ropas, utensilios o medicamentos, 

pudiendo comercializarse sólo en locales separados que cumplan los requisitos establecidos en el artículo anterior y con la debida supervisión técnica. 

ARTÍCULO 17: Prohíbense, en todo el territorio provincial las pulverizaciones aéreas de productos químicos o biológicos autorizados por esta ley, en interés agrícola o forestal, cualquiera sea el producto activo o formulado, así como su dosis. Sólo podrán autorizarse, excepcionalmente, pulverizaciones aéreas en casos especiales cuando no exista ninguna alternativa viable o existan ventajas claras en términos de menor impacto en la salud humana y el ambiente en comparación con la aplicación terrestre.

ARTÍCULO 18: Restríngense en todo el territorio provincial las aplicaciones terrestres de productos químicos o biológicos  autorizados, cualquiera sea el producto activo o formulado, así como su dosis, en el área que abarque los mil (1000) metros desde los cursos de aguas y sus nacientes, lagos, lagunas, estuarios, embalses y fuentes de aguas destinadas para uso o consumo humano o animal. La misma distancia deberá guardarse con respecto a viviendas urbanas o rurales, establecimientos educacionales, laborales, de salud o de uso público. Esta distancia podrá reducirse en predios o lotes determinados, con autorización expresa de la Autoridad de aplicación y contralor, si pudieran establecerse y auditarse procedimientos que permitan fundamentar tal decisión sin poner en riesgo la salud de las personas o el ambiente. 

ARTÍCULO 19: Exceptúese de lo dispuesto en el artículo 17 y 18 las pulverizaciones aéreas y las aplicaciones terrestres realizadas con fines sanitarios, previa autorización del Ministerio de Salud de la Provincia.  En estos casos, las autoridades competentes deberán comunicar a la población afectada el día y hora de la aplicación con la suficiente antelación de modo que se puedan tomar las medidas correspondientes para la reducción de los riesgos a los que pueda llevar la exposición. También se deberán informar los productos activos o formulados que serán utilizados, así como el impacto que pudieran causar en la salud humana, de los animales y de los vegetales destinados al consumo. 

ARTÍCULO 20:   La autoridad de aplicación fijará las normas relativas a la obligación de establecer o desarrollar cortinas arbóreas, zonas de amortiguación o mejoras en los sistemas productivos que disminuyan el uso de productos químicos o biológicos necesarios para la 

agricultura y toda otra medida que considere pertinente para la mejor protección de la salud y del ambiente.

ARTÍCULO 21:   Toda persona física o jurídica que introduzca, transporte, formule, fabrique, fraccione, distribuya, venda o aplique por cuenta propia o de terceros, cualquiera de los productos químicos o biológicos autorizados por esta ley, en el territorio de la Provincia, deberá estar habilitada por la Autoridad de aplicación y contralor. Para ello, se establecerán los registros provinciales correspondientes, de acuerdo con cada actividad, y los requisitos que deban cumplirse para obtener la habilitación.

ARTÍCULO 22: Las personas físicas o jurídicas que formulen, fabriquen, fraccionen, distribuyan, vendan, apliquen o usen, por cuenta propia o de terceros, productos químicos o biológicos autorizados por esta ley, clasificados como de venta y uso controlados, sólo serán habilitadas para tales actividades acreditando la asistencia de un asesor técnico permanente, quien será responsable de indicar mediante la receta agronómica las formas correctas de manipulación y uso y las precauciones a adoptar en cada caso. Los asesores técnicos deberán poseer título de Ingeniero Agrónomo u otro título universitario habilitante, expedidos por Universidad estatal o privada con reconocimiento oficial.

ARTÍCULO 23:   REGISTRO PROVINCIAL DE ASESORES TÉCNICOS. Créase el Registro Provincial de Asesores Técnicos para el uso de productos químicos y biológicos autorizados en el marco de esta ley, empleados en la protección, crecimiento y desarrollo de todas las especies de producción agrícola o forestal, en la agroindustria, la preparación de los suelos destinados a la siembra y plantaciones y el cuidado de áreas de esparcimiento, en el cual deberán inscribirse los interesados en cumplir las funciones determinadas en el artículo 22.

ARTÍCULO 24:   El expendio de los productos químicos o biológicos de uso y venta controlados se efectuará en los comercios habilitados para tal fin por la Autoridad provincial de aplicación y contralor, y únicamente mediante la autorización de un Asesor Técnico, de acuerdo a lo expresado en el artículo 22, quien deberá en cada caso detallar las especificaciones de uso y aplicación.

ARTÍCULO 25:   REGISTRO DE EMPRESAS APLICADORAS. Las personas físicas o jurídicas que efectúen aplicaciones de productos químicos o biológicos autorizados por esta ley, por su cuenta o por cuenta y orden de terceros, deberán inscribirse en un registro especial para realizar sus operaciones, acreditando los requisitos exigidos por la reglamentación que a tal efecto se dicte. 

ARTÍCULO 26:   Todo producto químico o biológico que se inscriba en el registro provincial creado por el artículo 5° deberá ser ensayado en el ámbito de la Provincia a fin de establecer las especificaciones de uso que correspondan a las condiciones locales y de acuerdo con los objetivos de la presente ley. El costo de estos ensayos será sufragado por los interesados, pudiendo la Autoridad de aplicación y contralor efectuar los ensayos de control y evaluación que estime necesarios.

ARTÍCULO 27:   En función de las curvas de degradación de los productos químicos o biológicos utilizados en la agricultura la autoridad de aplicación deberá fijar para la Provincia el período de tiempo que debe transcurrir desde su aplicación hasta la cosecha o recolección de los frutos. Asimismo, establecerá el período durante el cual no se deberá permitir la entrada de personas o animales en los lugares de trabajo.

ARTÍCULO 28:   REGISTRO DE VIGILANCIA EPIDEMIOLOGICA.  Créase un Registro de vigilancia epidemiológica en el ámbito del Ministerio de Salud necesario para conocer la situación real de la población en riesgo por los efectos de productos químicos y biológicos utilizados con los fines establecidos en esta ley. Su funcionamiento estará determinado por resolución Ministerial. 

ARTÍCULO 29: Las reglamentaciones ordenadas en los artículos precedentes deberán dictarse en un plazo perentorio de noventa (90) días desde la publicación de la presente ley.

ARTÍCULO 30: Esta ley entrará en vigencia a los noventa (90) días de su publicación, a partir de lo cual quedará derogado el Decreto - ley 6599, ratificado por le Ley 7495 y sus reglamentaciones.
ARTÍCULO 31: De forma.
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